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trucción y se haya ordenado por lo menos la vinculación de dicha persona al proceso. 
(resaltado fuera de texto).

Entender la disposición de manera diferente es dar lugar a que los requeridos en 
extradición procuren que se les inicie un proceso en Colombia por el mismo delito, como 
un mecanismo para impedir que sean enviados a otro país, alternativa que anularía en la 
práctica la verdadera naturaleza de la norma, que no es otra que hacer respetar la facul-
tad soberana del Estado para terminar el trámite procesal ya iniciado, sin que pueda ser 
interrumpido por una petición de extradición de otro Estado motivada en el mismo ilícito; 
pero al mismo tiempo, se observa la regla de que si otro país ya manifestó su interés de 
que le sea entregado un delincuente, la apertura de investigación posterior por el mismo 
delito no impide que se pueda llegar, si se cumplen todos los requisitos, a una respuesta 
favorable.

Una hipótesis distinta es la que se presenta cuando con anterioridad al recibo del re-
querimiento la persona solicitada hubiere delinquido en Colombia, porque en este caso el 
concepto de la Corte puede ser favorable, pero “el Ministerio de justicia, en la resolución 
ejecutiva que conceda la extradición, podrá diferir la entrega hasta cuando se le juzgue 
y cumpla pena, o hasta que por cesación de procedimiento, preclusión de la instrucción o 
sentencia absolutoria haya terminado el proceso” (artículo 560 C. de P.P)...”�.

Así las cosas, la extradición del señor Uribe Serna se concederá para que comparezca 
a juicio en los Estados Unidos por los delitos cometidos en el exterior y que son objeto de 
reproche en dicho Estado, de conformidad con los cargos contenidos en la acusación sustitu-
tiva número 06 CR 799 (S-1) (BMC), dictada el 13 de febrero de 2007, en la Corte Distrital 
de los Estados Unidos para el Distrito Este de Nueva York, pues tratándose de conductas de 
tráfico ilícito de drogas se está en presencia “de unas actividades progresivas” tal y como lo 
afirma la Corte Suprema de Justicia, motivo por el cual, nada obsta para que esas actividades 
tengan ocurrencia “y sean merecedoras de reproche” en territorios diferentes.

La investigación penal que se está adelantando por hechos ocurridos en el año 2005 
hace que se presente la hipótesis prevista en el artículo 504 de la Ley 906 de 2004, que le 
otorga al Gobierno Nacional la facultad discrecional de aplazar o no la entrega.

El Gobierno Nacional en uso de su poder discrecional, atendiendo las conveniencias 
nacionales, no considera pertinente aplazar la entrega y por el contrario ordenará que se 
proceda a la misma, previo el cumplimiento de unos condicionamientos que serán estable-
cidos en el presente acto administrativo de conformidad con lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento Penal.

9. Que el Gobierno colombiano podrá subordinar la concesión de la extradición a las 
condiciones que considere oportunas, y en todo caso, para que pueda concederse la extra-
dición, deberá exigir al Estado requirente, que la persona solicitada no vaya a ser juzgada 
por un hecho anterior diverso del que motiva la solicitud de extradición, ni sometida a 
sanciones distintas de las que se le hubieren impuesto en la condena, según lo prescribe el 
inciso 1° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004.

10. Que el inciso 2° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004 establece que si según la 
legislación del Estado requirente, al delito que motiva la extradición corresponde la pena 
de muerte, la entrega sólo se hará bajo la condición de la conmutación de tal pena, e igual-
mente, a condición de que a la persona extraditada no se le someta a desaparición forzada, 
a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, 
prisión perpetua o confiscación.

Teniendo en cuenta que los delitos referidos en la solicitud formal no están sancionados 
con la pena de muerte, el Gobierno Nacional ordenará la entrega de este ciudadano bajo el 
compromiso por parte del país requirente, sobre el cumplimiento de las demás condiciones 
señaladas en esta norma, en especial que no se le someta a la pena de prisión perpetua la 
cual está prohibida en la legislación colombiana.

Finalmente, como de la información allegada al expediente se puede constatar que el 
ciudadano Juan Bautista Uribe Serna, se encuentra detenido a órdenes del Fiscal General 
de la Nación, por cuenta del trámite de extradición, debe señalarse que para acreditar esa 
situación y hacerla valer en el exterior, el interesado podrá solicitar la constancia respectiva 
a la Fiscalía General de Nación por ser la entidad competente para esos efectos.

Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Conceder la extradición del ciudadano colombiano Juan Bautista Uribe 
Serna, identificado con la cédula de ciudadanía número 97440072, para que comparezca a 
juicio por el Cargo Uno (Concierto para distribuir y poseer con la intención de distribuir 
cinco kilogramos o más de una sustancia que contenía cocaína), Cargo Dos (Concierto 
para importar a los Estados Unidos, desde un lugar fuera de los Estados Unidos, cinco 
kilogramos o más de una sustancia que contenía cocaína), Cargo Tres (Concierto para 
distribuir cinco kilogramos o más de una sustancia que contenía cocaína, con la intención 
y el conocimiento de que dicha sustancia sería importada ilegalmente a los Estados Uni-
dos), y por el Cargo Cuatro (Concierto para lavar las utilidades provenientes del tráfico 
de narcóticos entre el 1° de julio de 2005 y el 15 de octubre de 2006, o aproximadamente 
entre esas fechas), referidos en la acusación sustitutiva número 06 CR 799 (S - 1) (BMC), 
dictada el 13 de febrero de 2007, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para el Distrito 
Este de Nueva York.

Artículo 2°. No diferir la entrega de este ciudadano de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de la presente resolución.

Artículo 3°. Ordenar la entrega del ciudadano Juan Bautista Uribe Serna, bajo el com-
promiso por parte del país requirente sobre el cumplimiento de las condiciones a que hace 
referencia el inciso 2° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004.

Artículo 4°. Advertir al Estado requirente que el ciudadano extraditado no podrá ser 
juzgado ni condenado por un hecho anterior diverso del que motiva la presente solicitud, 
de conformidad con lo dispuesto por el inciso 1° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004.
1	 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Concepto del 12 de agosto de 1997. M.P. Ricardo 

Calvete Rangel. Rad. número 12547.

Artículo 5°. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderado, haciéndole 
saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá interponer dentro 
de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Artículo 6°. Enviar copia auténtica de la presente resolución, previa su ejecutoria, a la 
Oficina Asesora Jurídica y a la Dirección General de Asuntos Consulares y Comunidades 
Colombianos en el Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores, al Fiscal General de la 
Nación y a la Fiscalía 41 de Santiago de Cali de la Unidad de Apoyo de la Unidad Nacional 
de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, para lo de sus competencias.

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de noviembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

Ministerio de Hacienda  
y Crédito Público

Decretos

DECRETO NUMERO 4650 DE 2007
(noviembre 29)

por medio del cual se reglamenta parcialmente el artículo 471  
del Estatuto Tributario.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confieren el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 471 del Estatuto Tributario, tal como fue modificado por el artículo 
36 de la Ley 1111 de 2006.

DECRETA:
Artículo 1°. Valor equivalente al FOB para vehículos ensamblados o producidos en 

Colombia. Para efectos de la aplicación de las tarifas de IVA a que se refiere el artículo 
471 del Estatuto Tributario modificado por el artículo 36 de la Ley 1111 de 2006, el valor 
equivalente al valor FOB para los vehículos automóviles, camperos y Pick-Up ensamblados 
o producidos en Colombia, corresponde al valor de venta ex fábrica más los gastos en que 
se incurra para colocar el vehículo a bordo del medio de transporte, que lo trasladará para 
su comercialización. El monto efectivamente pagado por concepto del gravamen arancelario 
sobre el componente extranjero incorporado en el vehículo, no hará parte de dicho valor.

Parágrafo. La base gravable en la venta e importación de vehículos automotores en 
general, es la establecida en los artículos 447 y siguientes y 459 del Estatuto Tributario;

Artículo 2°. Definición de Pick-Up. Para efectos del impuesto sobre las ventas se en-
tiende como Pick-Up aquel vehículo automotor de cuatro ruedas clasificado en la partida 
87.04 del arancel de aduanas, de peso total con carga máxima (Peso Bruto Vehicular) igual 
o inferior a diez mil (10.000) libras americanas, destinado principalmente para el trans-
porte de mercancías, cuya caja, platón, furgón, estacas u otros receptáculos destinados a 
portar la carga, una vez instalados, quedan fijados a un chasis o bastidor independiente y 
están separados de una cabina cerrada, que puede ser sencilla, semidoble o doble para el 
conductor y los pasajeros.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 29 de noviembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

Luis Guillermo Plata Páez.

DECRETO NUMERO 4660 DE 2007
(noviembre 29)

por medio del cual se reglamenta el artículo 58 de la Ley 863 de 2003.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las que le confieren el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 58 de la Ley 863 de 2003,

DECRETA:
Artículo 1°. Información que deben suministrar las entidades públicas o privadas que 

celebren convenios de cooperación y asistencia técnica. A partir del 1° de enero de 2008 las 
entidades públicas o privadas que celebren convenios de cooperación y asistencia técnica 
para el apoyo y ejecución de sus programas o proyectos, con organismos internacionales, 
deberán enviar a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, una relación mensual 
de todos los contratos vigentes con cargo a estos convenios, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 58 de la Ley 863 de 2003;

La información deberá contener:
1. Identificación de los convenios en ejecución.
2. Relación de los contratos que se celebren en desarrollo de cada uno de los convenios, 

indicando el valor total y el término de ejecución de cada uno.
3. Relación mensual de los pagos efectuados en virtud de los contratos, discriminando: 
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a) Nombre, NIT y dirección del beneficiario del pago; 
b) Concepto del pago;
c) Valor del pago;
d) Monto de las retenciones en la fuente practicadas a título de los impuestos adminis-

trados por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales;
e) Valor del impuesto sobre las ventas descontable correspondiente al periodo que se 

reporta.
Parágrafo. La información a que se refiere el presente artículo, deberá ser enviada a más 

tardar el último día hábil del mes siguiente al periodo objeto de reporte.
Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir del 1° de enero 

de 2008, previa su publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el Decreto 537 de 2004.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 29 de noviembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.

DECRETO NUMERO 4668 DE 2007
(noviembre 29)

por el cual se modifica la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la Superinten-
dencia de Valores en cuanto al proceso de certificación de profesionales del mercado  

de valores regulado por el Decreto 3139 de 2006.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus atribuciones constitu-

cionales y legales, en especial de las conferidas por los numerales 11 y 25 del artículo 189 
de la Constitución Política, y los literales f) e i) del artículo 4° y el artículo 7 de la Ley 
964 de 2005,

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 1.1.4.5. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 

Superintendencia de Valores, quedará así:
“Artículo 1.1.4.5. Certificación. Se entiende por certificación el procedimiento median-

te el cual las personas naturales descritas en el artículo 1.1.4.2. de la presente resolución, 
acreditan la capacidad técnica y profesional ante un organismo certificador. Dicho esquema 
comprenderá, por lo menos, la verificación de los antecedentes personales, y la aprobación 
y la vigencia del examen de idoneidad profesional. De igual manera, podrá comprender la 
formación académica y la trayectoria profesional”.

Artículo 2°. El artículo 1.1.4.7. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.7. Reglamentos de certificación. Para el ejercicio de la actividad de 
certificación, las entidades certificadoras deberán contar con un reglamento en el cual 
se establezca la forma, procedimientos y requisitos para el ejercicio de dicha función. El 
reglamento deberá prever las políticas generales sobre fijación de las tarifas que cobrarán 
las entidades certificadoras por la labor de certificación.

El reglamento deberá contar con la autorización previa de la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia”.

Artículo 3°. El artículo 1.1.4.8. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.8. Obligaciones de la entidad certificadora. Corresponde a las entidades 
certificadoras verificar los antecedentes personales de las personas naturales obligadas a 
inscribirse en el RNPMV. Las entidades certificadoras deberán negar la respectiva certifi-
cación, cuando en el proceso de acreditación de antecedentes verifiquen la ocurrencia de 
cualquiera de las siguientes situaciones:

1. Cuando la Superintendencia Financiera de Colombia hubiere impuesto al aspirante 
la sanción consistente en remoción del cargo, dentro de los cinco (5) años anteriores al 
momento de la solicitud de certificación, contados a partir del momento de la ejecutoria 
del acto que impuso la sanción.

2. Cuando el aspirante se encuentre suspendido o inhabilitado por la Superintendencia 
Financiera de Colombia para el ejercicio de aquellos cargos que requieran para su desem-
peño la posesión ante dicha entidad, o para realizar funciones de administración, dirección 
o control de las entidades sometidas a su inspección y vigilancia.

3. Cuando el aspirante hubiere sido objeto de cancelación o suspensión de la inscripción 
a título de sanción, en el Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores, RNAMV, o 
en el Registro Nacional de Profesionales del Mercado de Valores, RNPMV, y dicha sanción 
se encuentre vigente.

4. Cuando el aspirante hubiere sido sancionado por las autoridades administrativas u 
organismos de control y vigilancia en los casos que establezca la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia.

5. Cuando el aspirante haya sido condenado dentro de los últimos veinte (20) años 
contados a partir del momento de la ejecutoria de la providencia que impuso la condena, o 
cuando la condena se encuentre vigente, por un delito doloso, contra el sistema financiero, 
contra el patrimonio económico, contra la administración pública, por lavado de activos, 
por enriquecimiento ilícito, por tráfico de estupefacientes, o por aquellas conductas que se 
tipifiquen en modificación o sustitución de los delitos antes señalados.

6. Cuando el aspirante se encuentre suspendido o expulsado, o se encuentre sancionado 
con una medida equivalente a la suspensión o a la expulsión, por decisión de un organismo de 
autorregulación, de una bolsa de valores, de una bolsa de bienes y productos agropecuarios, 
agroindustriales o de otros commodities, o de cualquier otro administrador de sistemas de 
negociación o de registro de operaciones, y la sanción se encuentre vigente.

7. Cuando al aspirante se le hubiere declarado la extinción del dominio de conformidad 
con la Ley 793 de 2002 dentro de los últimos veinte (20) años contados a partir del momento 
de la ejecutoria de la providencia que impuso la medida, cuando haya participado en la 
realización de las conductas a que hace referencia el artículo 2° de dicha ley, o las normas 
que la modifiquen o sustituyan.

8. Cuando al aspirante le hubieren sido impuestas sanciones administrativas o penales 
relacionadas con conductas de lavado de activos y narcotráfico, por parte de las autoridades 
de otros países, en los casos que establezca la Superintendencia Financiera de Colombia.

9. Cuando el aspirante se encuentre reportado en listas de personas y entidades asociadas 
con organizaciones terroristas, que sean vinculantes para Colombia conforme al Derecho 
Internacional, de conformidad con el artículo 20 de la Ley 1121 de 2006 las normas que 
la modifiquen o sustituyan.

Parágrafo 1°. La Superintendencia podrá ordenar incluir, en todos los reglamentos de 
certificación, requisitos objetivos relacionados con la formación académica, la trayecto-
ria profesional, el comportamiento financiero, crediticio, comercial y de servicios de los 
aspirantes.

Parágrafo 2°. La certificación deberá ser revocada en cualquier tiempo por las entidades 
certificadoras cuando tengan conocimiento y verifiquen que se ha presentado cualquiera 
de las situaciones descritas en el presente artículo y por las cuales se deba rechazar la 
respectiva certificación.

Parágrafo 3°. Las entidades certificadoras podrán suscribir convenios o memorandos 
de entendimiento con diferentes entidades o autoridades, tendientes a la obtención de la 
información que se requiera para adelantar las labores de verificación”.

Artículo 4°. El artículo 1.1.4.11. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.11. Comité académico. Las entidades certificadoras deberán contar con 
un comité académico que tendrá como función formular las recomendaciones necesarias para 
la estructuración, administración y actualización del banco de preguntas, y para el diseño 
de la metodología que se utilizará en la aplicación y calificación del examen de idoneidad 
profesional. El reglamento de la entidad certificadora regulará su estructura, periodicidad 
de reuniones, convocatorias, reglas de quórum, mayorías, funciones, y los mecanismos 
tendientes a evitar los conflictos de interés de sus miembros.

Las entidades certificadoras deberán proveer lo necesario para el normal funcionamiento 
del comité académico.

Parágrafo 1°. Existirá un comité académico y un banco de preguntas por cada entidad 
certificadora.

Parágrafo 2°. La Superintendencia Financiera de Colombia podrá establecer mecanis-
mos que propendan por mantener estándares mínimos en las funciones que desarrollen los 
diferentes comités académicos”.

Artículo 5°. El artículo 1.1.4.15. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.15. Banco de preguntas. Las entidades certificadoras deberán administrar 
un banco de preguntas que se utilizarán en la aplicación del examen, así como sus respectivas 
respuestas, y deberán adoptar los requerimientos técnicos y de seguridad necesarios para 
evitar la utilización indebida del banco de preguntas, así como los mecanismos necesarios 
de actualización y de asignación aleatorio de preguntas para generar los exámenes de 
idoneidad profesional”.

Artículo 6°. El artículo 1.1.4.18. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.18. Vigencia del examen. El examen de idoneidad profesional tendrá una 
vigencia de dos (2) años contados a partir de su fecha de aprobación. Sin embargo, cuando 
a juicio de la Superintendencia Financiera de Colombia exista un cambio en la regulación; 
cuando al profesional inscrito en el registro le sean modificadas o asignadas nuevas fun-
ciones que requieran de un examen adicional o cuando sea designado para desempeñar un 
cargo distinto que requiera de inscripción en el mencionado registro, el profesional deberá 
presentar el examen de idoneidad que corresponda a su nueva situación jurídica, fáctica o 
funcional, según corresponda.

Parágrafo 1°. La Superintendencia Financiera de Colombia podrá extender la vigencia 
del examen a tres (3) años siempre que la entidad certificadora implemente un esquema de 
actualización periódico que fomente los estándares mínimos requeridos para desarrollar 
dichas actividades en el mercado de valores.

Parágrafo 2°. La Superintendencia Financiera de Colombia podrá extender la vigencia 
del examen de idoneidad y de la certificación de los profesionales que ella determine, hasta 
por un periodo de cuatro (4) años, siempre que las funciones o responsabilidades asumidas 
por tales profesionales así lo permitan”.

Artículo 7°. El artículo 1.1.4.19. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.19. Aprobación del examen. El organismo certificador determinará en sus 
reglamentos los niveles mínimos aprobatorios del examen, pero en todo caso, el examinado 
deberá aprobar por lo menos el setenta por ciento (70%) de cada uno de los componentes 
básico y especializado del examen.

Las personas que no obtengan el mínimo aprobatorio requerido podrán presentar el 
examen de idoneidad las veces que considere necesario y en todo caso deberá ajustarse al 
cronograma de exámenes que establezca la entidad que lo aplica”.

Artículo 8°. El artículo 1.1.4.21. de la Resolución 400 de 1995 de la Sala General de la 
Superintendencia de Valores, quedará así:

“Artículo 1.1.4.21. Componente básico del examen. El componente básico del examen 
de idoneidad podrá contener, entre otras, las siguientes áreas temáticas:

1. Marco regulatorio del mercado de valores.
2. Marco general de autorregulación.
3. Análisis económico y financiero.
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